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- - - OCTAVA SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA PENAL TRADICIONAL DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO.- Cancún Quintana Roo, a ocho 
de marzo del año dos mil veintiuno.-  
- - - VISTOS: Para resolver el Toca Penal al rubro citado, formado con motivo del 
recurso de apelación interpuesto por el Agente del Ministerio Público del Fuero 
Común y el Apoderado Legal de la agraviada, en contra de la resolución de fecha 
cuatro de diciembre del año dos mil veinte, dictada por el Secretario en funciones de 
Juez Primero Penal Auxiliar “A” de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Solidaridad, Quintana Roo, dentro de los autos de la causa penal ******** de su índice, 
mediante la cual negó la orden de captura solicitada por la Representación Social en 
favor de **** **** ********* ******, por el delito de VIOLENCIA FAMILIAR; y,  
 

R E S U L T A N D O 
- - - 1.- Que la resolución apelada refiere en lo conducente, de manera textual lo 
siguiente: -  
 

“- - - PRIMERO.- SE NIEGA LA ORDEN DE APREHENSIÓN, solicitada por la 
Representación Social del Fuero Común, en favor del indiciado **** **** ********* 
******, por la comisión del ilícito de VIOLENCIA FAMILIAR, los artículos 176 Bis 
y 176 Ter fracción I y sancionado con pena privativa de libertad por el 
artículo 176 Quáter, párrafo primero, con relación a los artículos 14 párrafo 
segundo y 16 fracción I, todos del Código Penal vigente en el Estado,  
cometido en agravio de la Ciudadana ******** **********  
***** delito por el cual ejercitó acción penal el Ministerio Público en su contra, por 
no encontrarse reunidos los requisitos exigidos por el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por el que ejercitó 
acción penal en su contra el Ministerio Público.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - SEGUNDO.- Con fundamento en lo dispuesto en los 
artículos 3 Bis fracciones XVII y XX, 294 fracción I y III, 295 fracción VII, 297, 
298 y 301, del Código de Procedimientos Penales para el Estado, hágasele saber 
a la parte agraviada ******** ********** ****, el derecho y término que tienen para 
interponer el RECURSO DE APELACIÓN, en caso de encontrarse inconforme 
con la presente resolución, que podrán hacer valer ese derecho dentro de los 
TRES DÍAS siguientes a la notificación misma, únicamente mediante escrito, y 
que en caso de que apelara, deberá expresar los agravios de igual forma por 
escrito dentro de los cinco días siguientes a la interposición del recurso de 
mérito.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - TERCERO.- Notifíquese ésta resolución al 
Representante Social de la Adscripción, para su conocimiento y efectos legales 
que corresponda.- - - - - - - - - - - - - CUARTO.- NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.- 
Así lo resolvió, manda y firma el Ciudadano Maestro en Derecho **** ******* 
******** ******, Secretario en funciones de Juez Penal Auxiliar A de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Solidaridad,  Quintana  Roo,  por  acuerdo  del  
Consejo  de  la  Judicatura  del  Poder Judicial en Sesión Ordinaria, de fecha 
primero de noviembre del año dos mil diecisiete, mediante oficio número 
D.R.H.PER. 3196/2017, asistido de la Licenciada ******* ********* *******, 
Secretaria de Estudio y cuenta del Juzgado con quien actúa y da fe.- - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - -” 

 

- - - 2.- Inconformes el Agente del Ministerio Público del Fuero Común 
adscrito al Juzgado de origen y el Apoderado Legal de la agraviada, 
interpusieron en tiempo y forma el recurso de Apelación, y admitido que fue, 
se ordenó se remitan los autos conducentes a este Tribunal para la 
substanciación del recurso hecho valer, los que una vez recibidos y 
declarado bien admitido el mismo, se procedió a la integración del toca 
correspondiente, y substanciado que fue en sus términos, se llevó a cabo 
la Audiencia de Vista Pública en fecha tres de febrero de la presente 
anualidad, y se dejó en estado de dictar la resolución que con esta fecha se 
pronuncia conforme los siguientes: -  
 

C O N S I D E R A N D O S 
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- - - I.- En fecha catorce de julio de dos mil dieciséis se publicaron en el 
Periódico Oficio del Estado de Quintana Roo dos Acuerdos emitidos por el 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado, ambos de fecha cinco de 
julio de dos mil dieciséis, relativos, el primero, al Acuerdo del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado, por el cual se derogan los acuerdos 
de fechas dieciocho de julio de dos mil catorce, ocho de octubre de dos mil 
catorce, quince se septiembre de dos mil quince, cuatro de noviembre de 
dos mil quince y treinta y uno de mayo de dos mil dieciséis, publicados 
respectivamente en los periódicos oficiales del Estado, los días veintiuno de 
julio de dos mil catorce, veinte de octubre de dos mil catorce, diecisiete de 
septiembre de dos mil quince, el cinco de noviembre de dos mil quince, y el 
dos de junio de dos mil dieciséis; mismo acuerdo mediante el cual se crean y 
organizan las Salas Unitarias de Segunda Instancia del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado; en tanto que el segundo de dichos acuerdos es relativo a 
la adscripción y readscripción de los Magistrados Numerarios y 
Supernumerarios a las Salas Especializadas del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado; de donde se observa se organizaron las Sala Unitarias 
de Segunda Instancia con sede en la ciudad Capital de Chetumal, Quintana 
Roo, y en esta ciudad, a través del que se determinó, que para el ejercicio 
de las funciones, el Tribunal Superior de Justicia actuará en Salas Unitarias 
Especializadas, organizándose las Salas que tendrán competencia para 
conocer de los asuntos en segunda instancia, siendo ésta Octava Sala 
Unitaria Especializada en Materia Penal Tradicional competente para 
conocer y resolver del presente asunto, en sustitución de la Séptima Sala 
Especializada en Materia Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado 
de Quintana Roo; de igual forma, en el segundo de dichos acuerdos 
publicados antes referidos, se observa que se nombró como titular de la 
Octava Sala Especializada en Materia Penal Tradicional al Magistrado 
Supernumerario. Finalmente, mediante acuerdo del Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado, publicado en el periódico oficial de la 
Entidad, en fecha veintiuno de diciembre del dos mil dieciséis, a partir del 
diez de enero del dos mil diecisiete funge como titular la magistrada ******* 
******** *******.- 
- - - II.- El presente recurso tiene los efectos y alcances que le confieren los 
artículos 292 fracción II, 293, 294 fracción I y 295 fracción VII del Código de 
Procedimientos Penales vigente para el Estado de Quintana Roo.  
- - - III.- Que los recurrentes dentro del término de Ley, expresaron los 
agravios correspondientes que se encuentran glosados en el aludido 
expediente penal, mismos que en obvio de repeticiones innecesarias se 
tienen por transcritos a la letra en esta resolución, sin que depare perjuicio 
alguno al apelante en los términos de la tesis jurisprudencial, bajo el rubro: 
“AGRAVIOS, FALTA DE TRANSCRIPCION DE LOS, EN LA SENTENCIA. 
NO CAUSA PERJUICIO SI SE CONTESTAN.” Visible en la página 61, del 
Tomo IV, Segunda Parte, Octava Época del Semanario Judicial de la 
Federación.-  
- - - IV.- Argumenta el Fiscal que contrario a lo esgrimido por el A quo, causa 
agravio que no se haya realizado un estudio del tipo penal, tal y como lo 
dispone el artículo 71 y 102 del Código de Procedimientos Penales del 
Estado, lo que se corrobora ya que de dicho numeral se desprende que solo 
cuando estén justificados los elementos que dan cuerpo al delito en estudio, 
entonces se tendrá por acreditado el mismo; asimismo expresa como 
agravio que en este sentido del análisis integral del auto que se recurre por 
esta vía, no se observa que el A quo haya establecido los elementos que 
den cuerpo al delito de Violencia Familiar y tampoco que haya realizado un 
análisis en base a cada elemento del delito, sino que realizó con estudio 
genérico de los datos de prueba contrastándolos con el delito, más no así 
con relación a cada uno de los elementos que integran el tipo penal, lo que 
se traduce en una violación procesal a lo establecido en los numerales 
antes citados. Así también el Representante Social expresó le causa agravio 
la incorrecta valoración de la declaración testimonial del ciudadano ********* 
****** *********, ya que la misma contraviene lo dispuesto en los artículos 229 
y 250 del Código de Procedimientos Penales del Estado, ya que el testigo sí 
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conoció los hechos por sí mismo y que los apreció por medio de los 
sentidos; también afirma que le causa agravio la valoración realizada al 
dictamen pericial marcado con el número de oficio **************************, 
practicado a la víctima del delito ******** ********** ****, ya que la misma fue 
emitida por perito en la materia de psicología, quien expuso los 
procedimientos y técnicas empleadas para arribar a su conclusión, tales 
como son las entrevistas y examen físico de la peritada, lo que le permitió 
concluir que ésta presentó rasgos, signos y síntomas de ser víctima de 
violencia familiar; de la misma forma, el Agente del Ministerio Público 
esgrimió que se debe de librar la respectiva orden de aprehensión, ya que 
se encuentran justificados los elementos que dan cuerpo al delito en 
estudio, pues contrario a ello como bien lo estimó el A quo, con los medios 
de pruebas aportados por parte del ente Investigador no se tienen por 
acreditados los elementos del delito en comento, lo anterior en razón de que 
las pruebas aportadas no reúnen los requisitos establecido en la ley 
procedimental del Estado, tal y como se analizará en líneas siguientes, 
motivo por el cual tales agravios devienen infundados. A su vez el 
Apoderado Legal de la víctima refirió que le causa agravio el hecho de que 
el A quo haya referido que el único indicio existente es la propia querella de 
la víctima, lo cual es contradictorio a la realidad, toda vez que en la 
averiguación previa ********* se encuentra integrada por diversas diligencias 
y actuaciones realizadas durante seis años en la cual obran medios de 
prueba, como son el dictamen pericial victimario, testimonial, entre otros 
medios de prueba, indicios, datos y evidencias, como el propio A quo señala 
de manera sucinta a sus consideraciones. De igual manera destaca el 
apelante que el juez de causa, se enfocó en dilucidar hechos descritos 
como violencia física, señalando que pudo exhibir a alguna amiga a la que 
le hubiera constado los hechos o agresiones sufridas, aunado a que existe 
una carpeta médica en el Hospital Amerimed, ya que fue internada en el 
mes de agosto de dos mil catorce, por lo que el resolutivo del juez 
transgrede el artículo 1º. Constitucional al menoscabar los derechos 
humanos de la víctima; de igual manera señala que la parte agraviada no 
solo es ******** ********** ****, ya que también se tiene que considerar 
lesionados los derechos de ambos hijos (la hija del imputado) ya que las 
acciones han trascendido en la esfera jurídica del núcleo familiar, 
exponiendo a un completo estado de abandono, causado por la violencia 
patrimonial al haberle cambiado la chapa de entrada de la casa habitación, 
que fungía como domicilio conyugal. Asimismo causa agravio la sentencia 
recurrida, la cual es violatoria de garantía constitucional, toda vez que el A 
quo señaló que la agraviada manifestó que el activo no aportó nada para los 
gastos de la casa, hechos que la expusieron a un estado de insolvencia de 
la que ahora se adolece, lo cual es contradictorio a lo antes mencionado, ya 
que primeramente mencionó que la víctima se adolecía por el hecho de 
haber aportado todos sus ahorros en un terreno y una construcción de la 
cual el imputado pretende obtener un beneficio que no le corresponde, ya 
que si bien se casaron bajo el régimen de Sociedad Conyugal, lo cierto es 
que éste contrajo nupcias con el fin de despojar y defraudar a ******** 
********** ***** motivo por el cual en el mes de diciembre de dos mil catorce, 
presentó formal denuncia en contra del indiciado, ya que por un lado 
reconoce que durante el matrimonio solo duró diecisiete días, se adquirió un 
predio bajo el régimen de sociedad conyugal, sin embargo de la menor 
manifiesta que no es su hija (sic); por lo que solicitan se revoque el fallo 
impugnado, librando la correspondiente Orden de Aprehensión, ya que se 
cumple con lo estipulado en el artículo 16 de la Constitución; siendo que en 
cuento a esto, contrario a su argumento, si bien es cierto existen la 
denuncias respectiva, el testimonio y diversos medios de prueba, no menos 
cierto es que no todas las pruebas ofertadas tiene los alcances necesarios 
para probar alguna situación en concreto, tal y como aconteció en el 
presente sumario, por lo tanto sus argumentos devienen ineficaces, sin 
sustento legal alguno, siendo éstas simples apreciaciones; asimismo en 
cuanto al argumento de que el imputado pretende obtener un beneficio a su 
favor, lo anterior son manifestaciones subjetivas del recurrente, las cuales 
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no encuentran apoyo alguno en probanza digan de fe, toda vez que del 
cúmulo probatorio no se visualiza tal argumento.  
- - - V.- Ahora bien, esta Sala por cuanto al ilícito de VIOLENCIA FAMILIAR, 
estima prudente hacer notar que son infundados los agravios hechos valer 
por la Agente del Ministerio Público y al Apoderado Legal de la agraviada, 
debido a que resultan carentes de fundamento sus apreciaciones y a la vez 
subjetivas, en cuanto a que el juez de la causa debió juzgar con perspectiva 
de género, al existir la denuncia de la agraviada, el testigo de cargo y el 
contenido de los Dictámenes Psicológicos de la agraviada y del generador 
de la violencia, las cuales son suficientes para emitir una Orden de 
Aprehensión en contra del indiciado de mérito; pues contrario a ello como 
bien lo estimó el A quo, con los medios de pruebas aportados por parte de la 
Representación Social no se tienen por acreditados los elementos del delito 
en comento, lo anterior de acuerdo a las consideraciones que a continuación 
se expresan y que divergen en parte a las expuestas por el Juez natural. En 
primer término es determinante hacer notar que con la declaración que emite 
la agraviada, no se advierte que el indiciado haya realizado actos con la 
intención de dominar, someter o controlar a la pasivo, aunado a que de 
manera principal no se colmaron los requisitos exigidos por el numeral 84 
Bis del Código de Procedimientos Penales vigente del Estado, el cual resulta 
indispensable para la comprobación del delito en específico que nos ocupa. 
Por consiguiente y en efecto, contrario a lo manifestado por los inconformes, 
tal y como lo consideró el Juez natural, en la especie no se encuentran 
acreditados los elementos que integran el tipo penal de VIOLENCIA 
FAMILIAR, que se encuentra definido en el artículo 176-BIS, previsto en el 
artículo 176-TER, fracción I y sancionado en el artículo 176 QUATER, por el 
cual el Ministerio público ejercitó acción penal en agravio de la ciudadana 
******** ********** ****, con las especificaciones y razonamientos lógico 
jurídicos que a continuación se exponen:  

De igual manera cabe establecer en este punto, que por DOMINIO, 
conforme al Diccionario de la Lengua Española, de la Real Academia 
Española, debe entenderse el poder que se ejerce sobre otra u otras 
personas; asimismo, por SOMETER, debe entenderse sujetar, humillar a 
una persona; y por CONTROLAR, ejercer control, siendo que por Control, 
se entiende el dominio o mando o preponderancia. 

En efecto para entrar al estudio del tipo penal en comento es 
procedente determinar la definición que contempla el artículo 176 BIS del 
Código Penal del Estado, que establece en su hipótesis normativa la 
siguiente definición legal del delito en estudio: "Se entiende por violencia 
familiar el acto u omisión intencional realizado con el fin de dominar, someter 
o controlar, produciendo violencia física, psicológica, sexual, económica, 
patrimonial o moral a cualquiera de las personas señaladas en las fracciones 
en el artículo 176 Ter del Presente código, dentro o fuera del domicilio 
familiar, independientemente de que pueda o no producir otro delito; a su 
vez el numeral 176 TER fracción I también antes invocado, establece el 
siguiente supuesto legal: “…su cónyuge...”; en este sentido y para efectos 
de analizar en su conjunto los elementos que configuran el tipo penal en 
comento, en concreto se obtienen los siguientes elementos: a).- Un sujeto 
activo realice un acto intencional; b).- Con el fin de dominar, someter o 
controlar a los pasivos; c).- Que esto produzca violencia física, psicológica, 
sexual, económica, patrimonial o moral; d).- Que dichos actos sean 
cometidos a su cónyuge. Sin que pase inadvertido que el juez de la causa en 
el auto impugnado en ningún momento señaló cuales eran los elementos del 
tipo penal que se obtuvieron de los numerales en mención, sin que tal 
cuestión les depare perjuicios a los recurrentes, toda vez que en nada 
cambia el sentido de la presente resolución, ya que como se analizara en 
líneas precedentes, no se advierte que el sujeto activo haya realizado actos 
con la intención de dominar, someter o controlar a la pasivo, aunado a 
que de manera primordial no se colmaron los requisitos de comprobación 
especial exigidos por los numeral 84 Bis y 84 Ter del Código de 
Procedimientos Penales vigente del Estado.  
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Asimismo, es menester hacer notar que nuestra Codificación Punitiva 
Procesal Quintanarroense, específicamente en el capítulo V, sección 
primera, se halla el Numeral 71, que reza: “El tipo penal se tendrá por 
comprobado cuando esté justificada la existencia de los elementos que 
constituyan el hecho delictuoso, según lo determine la ley penal, salvo los 
casos en que tenga señalada una comprobación especial”; disposición de la 
que se aprecia con meridiana claridad que el criterio de acreditación general 
que contiene es de aplicación preferente, excepción hecha cuando la ley 
penal contemple una comprobación especial, lo cual sí aconteció en el 
presente sumario. Así las cosas, de la revisión a esa misma sección 
normativa que se examina se advierte que el delito en estudio tiene 
señalada una regla especial de comprobación, y no como lo estimó la 
Representación Social en su escrito de disenso, que es la prevista en el 
artículo 84 BIS del ordenamiento Adjetivo Penal de nuestro Estado, que a la 
letra dice: “Para la comprobación del cuerpo del delito de violencia 
familiar, el Ministerio Publico Investigador deberá acreditar las 
calidades específicas y circunstancias de los sujetos señalados en el 
Código Penal del Estado, además de integrar como pruebas:  

I. El Dictamen psicológico Victimal, mediante el cual se establezca en 
su caso, la sintomatología indicativa de alteración en las diferentes esferas y 
áreas del individuo y de los componentes de la autoestima, es especial el 
auto concepto y la autovaloración, en el cual razonen los antecedentes de 
violencia familiar que pudieren haber generado dichos síntomas, 
independientemente de los hechos que dieron lugar a la indagatoria; 

II. Las actuaciones y certificaciones médicas con las que se acredite en 
su caso, la violencia física ejercida sobre la victima si éste fuera el tipo de 
violencia ejercido;  

III. Los antecedentes que existan sobre hechos relacionados con 
violencia familiar y el indiciado, así como las posibles pruebas 
preconstituidas de conformidad con la ley de Acceso de las Mujeres a una 
vida Libre de Violencia del Estado de Quintana Roo;  

y IV. Dictamen de rasgos psicológicos forenses del generador de la 
violencia familiar, de conformidad con las disposiciones de éste Código”. 

Así como el artículo 84 Ter del mismo ordenamiento adjetivo penal 
de nuestro Estado, que a la letra dice: “El dictamen psicológico a que se 
refiere la fracción I del artículo anterior, deberá ser ofrecido como prueba 
pericial en psicología; el cual:  

I.- Sera elaborado por peritos adscritos al área de auxilio a 
víctimas del delito de la Procuraduría General de Justicia del Estado, 
diversos a los que proporcionaran asistencia psicoterapéutica a las victimas 
u ofendidos del delito. El perito designado, no estará obligado a protestar el 
cargo de manera inmediata, pudiendo hacerlo al momento de ratificar su 
dictamen. Siendo suficiente la simple designación del superior jerárquico y la 
aceptación por parte del perito;  

II.- Versará sobre los síntomas y signos generados por el impacto de la 
conducta violenta y bajo ninguna circunstancia sobre la veracidad de los 
hechos o de lo manifestado por la victima;  

III.- Comprenderá el daño moral causado, cuando sea procedente, y la 
cuantificación de los procesos psicoterapéuticos que lo disminuyan o 
reparen.  

A su vez se advierte el contenido del artículo 84 Quater, que establece: 
“El dictamen de rasgos psicológicos forenses que refiere la fracción IV del 
artículo 84 bis de este Código, será elaborado por perito en psicología 
forense adscrito a la Procuraduría General de Justicia del Estado, previa 
solicitud hecha por el Ministerio Público”.  

Ahora bien, conforme al numeral 20 Fracción II del Código Penal 
vigente en el Estado, para que se configure un ilícito es menester que se 
actualicen todos y cada uno de los elementos objetivos de la descripción 
legal, del delito de que se trate; y en la especie, el elemento que en la 
especie no se logra colmar es el consistente en que la violencia sea 
intencional con el fin de dominar, someter o controlar a la pasivo. 
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Como preámbulo, es pertinente señalar por parte de Esta Sala 
Especializada, que de un análisis detallado de las constancias existentes en 
el sumario, no se observa se colmen los requisitos establecidos por el citado 
numeral 84 Bis, y que establece la comprobación especial del delito en 
estudio, y se dice lo anterior, toda vez que no gravita en autos el Dictamen 
de rasgos psicológicos forenses del generador de la violencia familiar, 
de conformidad con las disposiciones de éste Código, así como el 
Dictamen Psicológico Victimal”, elaborado por un perito adscrito al área 
de auxilio a víctimas del delito de la extinta Procuraduría General de 
Justicia del Estado; ni tampoco existen antecedentes que existan sobre 
hechos relacionados con violencia familiar y el indiciado, así como las 
posibles pruebas preconstituidas de conformidad con la ley de Acceso de 
las Mujeres a una vida Libre de Violencia del Estado de Quintana Roo; se 
dice lo anterior pues de autos no se observa que se cumplan con los 
requisitos establecidos en el numeral antes invocado por las 
consideraciones que más adelante se expondrán; expuesto lo anterior, al 
caso conviene transcribir las declaraciones de la agraviada ******** ********** 
**** (foja 3), vertida ante el Agente Investigador del Ministerio Público del 
Fuero Común en fecha cinco de diciembre de dos mil catorce, en la que 
expresó, que el día treinta de noviembre de dos mil catorce, 
aproximadamente a las veintitrés horas, llegó a su domicilio y se dio cuenta 
que le faltaban sus documentos, como son las escrituras de su casa nueva, 
su acta de matrimonio, por lo que se fue al hotel Holiday Inn, ya que su 
esposo cuando ella estaba en España le dijo que no se le ocurriera ingresar 
a su casa en donde vivía con él, por lo que ya estando en el hotel vía Whats 
App, le preguntó a **** **** que donde estaban sus documentos, quien le 
contestó que ya se los mandará, siendo que al día siguiente lo contacto vía 
telefónica y la cuestiono por qué fue a su casa, contestando ella que por que 
también es su casa y ahí está su ropa y documentación, siendo así que con 
una tercera persona le mandó algunos documentos al hotel donde se 
hospedaba; después el día cinco de diciembre de dos mil catorce, 
aproximadamente a las doce horas fue a la casa donde cohabitaba con el 
ahora denunciado, pero al llegar el guardia de seguridad privada le dijo que 
por instrucciones de su esposo no la dejara ingresar a la casa, misma que se 
ubica en ***** ****, calle ********, numero *********** ********* * ***, y también le 
dijo tal guardia que un día anterior su esposo mandó gente para cambiar las 
chapas de las puerta, esto, a pesar de que en dicho lugar habían establecido 
su domicilio conyugal con el ahora denunciado **** **** ********* ******, por lo 
que en compañía del guardia de seguridad, pudo corroborar que sus 
llaves no abrían la puerta de su casa, por lo que se tuvo que retirar, 
además señaló que tiene siete meses de embarazo de su esposo y que 
desde que se casaron después de catorce días éste se fue a vivir con su 
amante, dejándola sola en la propiedad, así como no le proporciona ayuda 
económica para su hija que pronto nacerá. asimismo obra en autos su 
ampliación de declaración (fojas 09 a 16), presentada por escrito ante la 
Representación Social, en fecha diecinueve de Diciembre de dos mil catorce 
y ratificado en la misma fecha; en donde en lo conducente señaló que el 
probable responsable la ha instigado de forma constante a efecto de que se 
practicara un aborto, lo que de ningún motivo ha aceptado o incluso pensar 
hacerlo, aunque el ahora inculpado en varias ocasiones la ha tratado de 
convencer de hacerlo, y debido a que su embarazó es de alto riesgo el ahora 
indiciado ha omitido auxiliarla incluso en momentos de desfallecimiento, 
poniendo en riesgo su vida y la de su hijo y siempre se dirige a ella bajo 
amenazas de causarle un mal, practicando violencia psicológica y moral al 
grado de tener miedo de salir a la calle sola, además de como ya dijo cambió 
las chapas de su casa conyugal, que el ahora inculpado mantiene en su 
poder y en contra de su voluntad, documentos de vital importancia, de 
identificación, acta de matrimonio, documentos de propiedad que a pesar de 
que en diferentes ocasiones se los ha solicitado, se niega a dárselos, 
diciéndole de forma amenazante “te tengo y te voy a chingar, si quiero te 
sacó de mi país ahorita mismo”; y que finalmente el ahora inculpado también 
se ha negado a cumplir con sus obligaciones alimentarias, por lo que 
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denuncia la violencia familiar que sufre a diario; asimismo dicha agraviada 
exhibió una constancia de embarazo de alto riesgo, signada por el Doctor 
**** **** *********, de fecha dieciséis de diciembre de dos mil catorce. De 
igual manera al ampliar su declaración ante la Representación Social en 
fecha veintisiete de agosto de dos mil dieciocho (foja 371) en la que 
manifestó que el treinta de abril de dos mil catorce, se casó con el indiciado, 
lo que acredita con la copia certificada del acta de matrimonio; refiere que la 
boda no fue nada de lo que esperaba, ya que no la disfrutó, dado que al 
finalizar su boda, se fueron a hospedar el Hotel Holliday In y al día siguiente 
su esposo se fue a trabajar; después de lo anterior, su vida con **** **** fue 
como el de una ama de casa, ya que cumplía con todas las funciones de la 
misma y todo lo pagaba ella, ya que éste no le daba dinero alguno y al 
reclamarle se enojaba; en fecha siete de mayo de dos mil catorce fueron al 
fraccionamiento *** *****” para proceder a la compra de un terreno, en donde 
les dijeron que tenían que aportar un enganche de quinientos cincuenta mil 
pesos, moneda nacional y el resto en mayo del año siguiente, 
convenciéndola **** **** de que diera el enganche y que cuando vendiera 
unos terrenos que tenía le devolvería su dinero y por tal motivo dio el 
enganche de ese terreno; hace hincapié que el terreno lo tenía que adquirir 
después de la boda, para que no pagara el fideicomiso por ser extranjera; 
posterior a esto fueron con el constructor quien les pidió un millón doscientos 
veinte mil pesos, moneda nacional para la construcción de la casa, 
entregando vía transferencia bancaria el cincuenta por ciento de dicha 
cantidad, y el restante a cargo de **** ****, quien se comprometió a pagarlos 
con la venta de unos terrenos ejidales que tenía; en esas fechas como había 
promovido el cambio de residencia de su menor hijo, tenía que viajar a 
España con frecuencia, aunado a que su hijo se encontraba en esa ciudad; 
para esa fecha ante los pagos que había realizado, le solicitó a **** **** le 
devolviera los diez mil euros que le dado a guardar cuando llegó a este país, 
ya que se había quedado sin dinero, lo cual molestó a este sujeto, quien le 
dijo que el dinero lo tenía en la caja fuerte de su despacho, y que se lo iba a 
trasferir y cada vez que se lo acordaba se ponía de mal humor y discutían; 
en todas sus estancias en España, su conyugue estuvo con otra mujer, y 
eso lo supo ya que esa persona le habló en múltiples ocasiones y se lo hizo 
saber; en fecha quince de agosto de dos mil catorce, estando acostado su 
esposo y durmiendo en la cama vestido, le empezó a quitar su pantalón para 
que no se arrugue, momento en que tal sujeto le dio un puntapiés en el 
vientre aventándola contra el closet, para posteriormente con su puño la 
golpear la puerta del closet, acercándose y decirle “No vales para nada”, 
momento en que logró pararse y meterse al baño, siendo que ese sujeto la 
persiguió y golpeó la puerta, gritándole “si me denuncias te voy a matar”, al 
abrir la puerta vio que éste tenía sus manos ensangrentadas; ante tal 
situación intentó salir a la calle, pero aquel se lo impidió, momento en que 
sintió ansiedad, sus manos tenían cosquillas y perdió el conocimiento, al 
despertar estaba acostada en la cama y tal sujeto le ponía alcohol en las 
manos; al día siguiente tuvieron que ir a Cancún a ver a las hijas de **** **** 
y en el camino la amenazó de que no dijera nada, ya que nadie podía 
enterarse; después fue a casa de la mamá de **** ****, lugar en donde se 
sintió mal, por lo que tuvo que llamar a una amiga, quien la llevó al hospital 
Amerimed, donde le dijeron que tenía desprendimiento de la placenta y 
cuando llegó **** **** éste le reclamó el por qué se internó, logrando que le 
dieran de alta a pesar de que no se sentía bien de salud; al cabo de varios 
días tal sujeto la llevó con el Doctor **** **** **********, quien les dijo que 
tenía un embarazo de alto riesgo. Al día siguiente como tenía que viajar a 
España, le pidió su dinero a **** ****, lo cual ocasionó que se enojara, ya que 
le gritó; pasaron los día y le habló el constructor, quien le dijo que necesitaba 
que le dieran el otro cincuenta por ciento, por lo que le habló a su esposo, 
quien le dijo que no tenía ese dinero y apenas venda unas hectáreas le 
pagaría, pero como el dinero del anticipo se iba a perder, optó por vender un 
automotor que tenía y pagar el saldo. Pasaron los meses y el treinta de 
noviembre de dos mil catorce, llegó a su casa de Playa del Carmen con su 
hijo, la cual estaba abandonada, deshabitada, y no tenía los documentos, 
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como son su acta de nacimiento, acta de matrimonio, su ropa, contratos de 
compraventa de la casa, pagos de construcción, por lo que le marcó y al 
contestar le dijo “no tengo nada que hablar contigo” y al preguntarle por sus 
cosas le dijo que se las mandaría con un chofer; al día siguiente al ir de 
nuevo a la casa de ***** ****, el guardia de seguridad le dijo que la chapa de 
la puerta fue cambiada y que si entraba llamara a los federales y la acusaran 
de robo; posterior a esto lo fue a ver a su trabajo, donde le pidió su dinero y 
le dijo que le firmara los documentos de la casa para que pudiera venderla, 
pero se negó. Un día le habló y le contestó “vete para España porque puedo 
hacer que desaparezcan tú y tu hijo, aquí en México todo se paga”, lo cual le 
dio miedo, ya que tenía aproximadamente siete meses de embarazo; en 
pláticas que tuvo con él le dijo que le firmaría los papeles a cambio de que 
renunciara a la pensión que le corresponde; luego de lo anterior nació su hija 
en las peores condiciones, ya que nació en el Hospital General el día 
veintiuno de enero de dos mil quince, registrándola con el nombre de *** 
********** ****. Hechos que han originado una serie de demandas para que 
**** **** le firme los papeles de la casa y pueda venderla para que pueda 
regresar a España, así también lo ha demandado por pensión alimenticia, 
pero él ha manipulado sus ingresos con tal de no pagar la misma; así 
también ha promovido juicio de paternidad, pero no ha procedido, siendo 
que **** **** alega que tiene influencias políticas, lo cual comienza a creer, 
ya que ningún juicio ha procedido, asimismo exhibe copia certificada del 
Juicio de amparo número ********. 

Declaraciones de la agraviada que no son aptas para acreditar el 
elemento del tipo penal en estudio consistente en que las agresiones 
verbales o en su caso físicas hacia la denunciante de mérito, le fueron 
inferidas por el sujeto activo con la intención de dominarla, someterla o 
controlarla, sino que las mismas son discusiones y pleitos respecto a la 
cantidad de diez mil euros que la pasivo del delito le dio en resguardo a su 
esposo cuando llegó a esta ciudad, el cual al parecer se niega devolver, 
además ante la falta de pago del cincuenta por ciento de la adquisición de un 
terreno y edificación de una vivienda que le correspondía pagar al activo, 
hechos que desencadenaron en múltiples discusiones entre ambos al ser 
requeridos los mismos, ya que la pasivo del delito se quedó sin dinero para 
solventar sus gastos básicos, argumentando la pasivo que el activo del delito 
podría obtener un beneficio de tal adquisición, toda vez que están casados 
bajo el régimen de sociedad conyugal; es así entonces que los hechos 
narrados no implican que tales discusiones y altercados que surjan entre el 
sujeto activo y la agraviada, sean con la intención de dominarla, someterla o 
controlarla, sino que más bien se deben a conflictos surgidos de una deuda 
económica; asimismo en cuanto a las supuestas agresiones físicas que 
señaló la denunciante ********** ****, le causa el sujeto activo, las mismas no 
se encuentran acreditadas, pues como bien lo señaló el Juez de la causa, el 
Ministerio Público Investigador fue omiso en dar fe de las mismas; asimismo 
llama la atención que en cuanto a las agresiones físicas que sufrió la pasivo, 
el Apoderado Legal de ésta señaló en sus agravios que existe una carpeta 
médica en el Hospital Amerimed, en donde consta que ésta fue internada en 
el mes de agosto de dos mil catorce por golpes recibidos por el imputado; sin 
embargo tales manifestaciones no se encuentran probadas en el sumario, 
pues no existe documental alguna que sustente su dicho; asimismo en 
cuanto al argumento de que la agraviada fue internada en el referido 
nosocomio por una amiga, en donde le diagnosticaron que tenía 
desprendimiento de placenta, el Agente Investigador debió de ahondar e 
investigar el nombre de dicha testigo, a fin de que compareciera a declarar, 
sin embargo, de nueva cuenta tanto la Representación Social como la propia 
agraviada fueron omisos en ese sentido; por tanto que se insiste, no se 
cumple a cabalidad lo señalado en el numeral 84 Bis del Código Adjetivo de 
la materia en vigor en el Estado, que establece en su fracción II: “Las 
actuaciones y certificaciones médicas con las que se acredite en su caso, la 
violencia física ejercida sobre la victima si éste fuera el tipo de violencia 
ejercido”. De igual manera es menester mencionar que en cuanto al 
argumento del recurrente, en relación a que el dicho de la agraviada se 
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encuentra robustecida con las diligencias y actuaciones realizadas durante 
seis años en la cual obran medios de prueba, como son el Dictamen pericial 
victimario, testimonial, entre otros medios de prueba; esta Sala estima que 
como el propio A quo señaló de manera sucinta a sus consideraciones, la 
autoridad investigadora fue omisa en recabar pruebas tendientes a 
demostrar el delito, siendo que en relación a lo anterior, fue correcto lo 
esgrimido por el juez de la causa, toda vez que como se analizará en líneas 
siguiente, las pruebas ofertadas que obran en el sumario no tiene los 
alcances necesarios para probar que el actuar del sujeto activo fue con la 
intención de dominar, someter o controlar a la agraviada, tal y como 
aconteció en el presente sumario; luego entonces, como lo señaló el juez de 
la causa, el dicho de la pasivo emerge de manera aislada, sin sustento 
alguno; por lo tanto sus argumentos devienen ineficaces, sin sustento 
probatorio legal alguno, convirtiéndose sus imputaciones en simples 
apreciaciones subjetivas.  

Asimismo respecto a las manifestaciones hechas por la agraviada 
acerca de que el sujeto activo en diversos momentos le profería insultos y 
gritos, como que le decía, “No vales para nada”, “te tengo y te voy a chingar, 
si quiero te sacó de mi país ahorita mismo” y “si me denuncias te voy a 
matar”; tales expresiones a juicio de esta Sala no denotan la intención del 
sujeto activo de ejercer poder (dominio) sobre la pasivo, ni tampoco con ello 
busque humillar, someter o tener control sobre la agraviada, ya que como se 
advierte de su relatoría de hechos, tales expresiones fueron proferidas por 
el activo a consecuencia de la disputa que tenía con la agraviada por la 
adquisición de un predio, que fue comprado con dinero de la pasivo, lo que 
originó discusiones y altercados entre los conyugues; de ahí que la 
supuesta violencia psicología y/o física ejercida en contra de la referida 
pasivo de los hechos expuestos no se colma en la especie, pues no se 
vislumbra de la exposición de los hechos narrados por la victima la forma en 
que el sujeto activo ejerciera control sobre la denunciante, sino que tales 
cuestiones surgieron de simples desavenencias familiares y del conflicto 
que desató la adquisición del predio antes citado ante el incumplimiento del 
activo de sufragar la parte que le correspondía, y ante la negativa del 
indiciado de devolver el dinero que le fue dado en resguardo. Asimismo en 
cuanto a lo anterior, el Apoderado Legal refirió que el imputado contrajo 
nupcias con el fin de despojar y defraudar a la pasivo ******** ********** ****, 
sin embargo de ninguna forma se acreditó lo anterior, siendo simples 
especulaciones de éste, ya que no existe prueba alguna que demuestre lo 
anterior.  

A mayor abundamiento, bajo las anteriores condiciones es innegable 
que no se materializa la infracción penal de violencia familiar, toda vez que 
la conducta del agente activo no se acredita que haya poseído la 
característica de intencionalidad de que debe participar todo acto para que 
se proyecte como configurativo de violencia familiar, pues como anotado 
que fue para su existencia requería del ánimo dañino de querer ocasionar 
un daño a la integridad física y/o psicológica de los agraviados y que el 
patrón de conducta consistente en actos u omisiones que se presentan de 
diversas formas de expresión, que provoquen a quien los reciba deterioro, 
disminución o afectación de autoestima, y que esos actos constituyan el 
estado de sometimiento, dominación o control que en suma constituye la 
base para la actualización del injusto en estudio. 

A colación de lo anteriormente razonado, es de observarse por parte 
de éste Tribunal de Alzada que la Autoridad Ministerial no cumplió con su 
obligación de investigar y recabar las pruebas idóneas para acreditar la 
comprobación especial que exige el tipo penal, al caso, el Dictamen 
Victimal de la agraviada.  

Con respecto a la fracción I del citado numeral 84 Bis, señala: del 
Dictamen psicológico Victimal, mediante el cual se establezca en su caso, la 
sintomatología indicativa de alteración en las diferentes esferas y áreas del 
individuo y de los componentes de la autoestima, es especial el auto 
concepto y la autovaloración, en el cual razonen los antecedentes de 
violencia familiar que pudieren haber generado dichos síntomas, 



 

 

 

Página 10 de 18 

 

 
 

 

 

independientemente de los hechos que dieron lugar a la indagatoria; si bien 
es cierto obran en el sumario el Dictamen Psicológico rendido por la 
perito CLAUDIA IVONNE SIBAJA RAMOS (foja 44-61), Perito Oficial de la 
entonces Procuraduría General de Justicia en el Estado, en el que si bien es 
cierto que hace una evaluación Psicológica a la denunciante, CONCLUYE: 
que la peritada proviene de una familia disfuncional donde percibe la 
ausencia e indiferencia de ambas figuras paternas biológicas, 
desarrollándose bajo el cuidado de la abuela materna quien fue la 
encargada de proporcionarle los conocimientos y capacidades para 
enfrentar las situaciones; sin embargo, en su afán de formar una familia se 
colocó en una situación vulnerable no logrando integrar la familia deseada, 
debido a que no contó con el apoyo de su pareja sentimental, quien no se 
responsabilizó de su embarazo y actualmente de la pensión alimenticia de 
su hija, dejándolas sin sustento económico y patrimonial para subsistir, 
como lo refiere en su entrevista, generando un deterioro psico-emocional. 
La peritada presenta rasgos de introversión, dependencia, narcisismo, con 
aceptación de sí y los propios límites, presenta conflictos con la figura 
materna y dificultad para establecer compromisos y lazos duraderos; 
actualmente percibe un ambiente restrictivo que ejerce presión y amenaza, 
generando sentimientos de inseguridad, pesimismo, impotencia, altos 
montos de ansiedad, angustia, rasgos paranoides y depresión moderada, 
manifestando falta de apoyo y estabilidad, esfuerzos por controlar la 
ansiedad dentro de un criterio adecuado y autorepresión como 
consecuencia deterioro psico-emocional que repercute en sus actividades 
de vida diaria en su esfera bio-psico-social. Le hago de conocimiento que la 
peritada presenta rasgos, signos y síntomas de ser víctima de Violencia 
Familiar. Dictamen pericial el cual versa sobre una evaluación psicológica 
que se realizó de la agraviada ********** **** y el cual reúne los requisitos a 
que se contraen los artículos 247 con relación al 164 del Código de 
Procedimientos Penales vigente en el Estado; sin embargo tal y como lo 
señaló el juez de la causa en la resolución recurrida, dicho dictamen no es 
el idóneo para acreditar el tipo penal en estudio, pues como ya vimos, el 
numeral 84 Bis, en su fracción I establece que para acreditar el ilícito de 
Violencia Familiar, se requiere el Dictamen Psicológico Victimal y que 
además deberá ser elaborado por un perito adscrito al área de auxilio a 
víctimas del delito de la Procuraduría General de Justicia del Estado, 
diversos a los que proporcionan asistencia psicoterapéutica a las víctimas u 
ofendidos del delito; siendo que en el presente caso, el dictamen fue 
realizado por la Licenciada en Psicología Claudia Ivonne Sibaja Ramos, 
Psicóloga adscrita a la Dirección de Servicios Periciales Zona Norte de la 
extinta Procuraduría General de Justicia del Estado, quien no tiene el cargo 
de perito adscrito al área de auxilio a víctimas como lo exige el numeral 
antes invocado.  

Asimismo en cuanto al dictamen antes señalado los recurrentes 
señalaron que el juez fue omiso al valorar tal experticia, pues fue hecho por 
la Dirección de Servicios Periciales, elaborado por el Departamento de 
Psicología Forense por perito en la materia, en el que expresó su conclusión 
correspondiente. Agravio que esta Sala estima infundado, pues el A quo sí 
valoró dicha pericial, señalando que la misma cumplió con lo dispuesto en 
los numerales 247 y 164 del ordenamiento adjetivo de la materia en el 
Estado, sin embargo expresó que no es idóneo para acreditar su pretensión, 
toda vez que no fue elaborado por perito adscrito al área de auxilio a 
víctimas del delito de la extinta Procuraduría General de Justicia del 
Estado, diversos a los que proporcionan asistencia psicoterapéutica a las 
víctimas u ofendidos del delito, tal y como lo exige el numeral 84 Ter, 
fracción I del invocado ordenamiento legal; por tanto su manifestación en 
ese aspecto deviene infundada, sin sustento legal alguno. Por lo tanto al no 
tratarse del estudio técnico especifico ya mencionado, no es el idóneo para 
acreditar el delito en estudio. Aunado a que los datos asentados no revelan 
que la citada denunciante se encuentre siendo, sometida, controlada o 
dominada por su pareja sentimental,  
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Por otro lado, encontramos en autos el Dictamen Psicológico 
rendido por la perito YENDY MARBELLA ESCALANTE ORTIZ, Perito 
Oficial de la entonces Procuraduría General de Justicia en el Estado, en el 
que si bien es cierto que hace una evaluación Psicológica del indiciado de 
mérito, concluyendo: que la estructura de personalidad de peritado, se 
asocian con la presencia de tensión emocional que genera su situación 
actual. Se determina que la personalidad se presenta con retraimiento de 
emociones principalmente las de tipo dolorosas, con baja tolerancia a la 
frustración, inmadurez emocional e inflexibilidad de pensamiento, 
tendencias defensivas, rasgos de agresividad y reducida tolerancia a la 
frustración; derivado de los rasgos existentes se determina que las 
conductas de ser llevadas a cabo pueden estar regidas por tendencias hacia 
la generación de violencia en su entorno principalmente de tipo Psicológica 
con condicionamientos, esto, ante la necesidad de defenderse ya que se 
percibe constantemente en un entorno hostil en el núcleo familiar, lo cual a 
su vez le genera fatiga emocional. Dictamen que a juicio de esta Sala si bien 
reúne los requisitos a que se contraen los artículos 247 con relación al 164 
del Código de Procedimientos Penales vigente en el Estado, sin embargo, a 
pesar de que del mismo se desprende que el indiciado presenta rasgos 
tendientes hacia la generación de violencia en su entorno, principalmente 
Psicológica, el mencionado dictamen no es suficiente para acreditar el tipo 
penal en estudio, pues al igual que la anterior experticia, tampoco reunió los 
requisitos establecido en el numeral 84-Ter del multicitado ordenamiento 
legal, el cual establece: “…El dictamen psicológico a que se refiere la 
fracción I del artículo anterior, deberá ser ofrecido como prueba pericial en 
psicología; el cual: I.- Será elaborado por peritos adscritos al área de auxilio 
a víctimas del delito de la Procuraduría General de Justicia del Estado, 
diversos a los que proporcionan asistencia psicoterapéutica a las víctimas u 
ofendidos del delito. El perito designado, no estará obligado a protestar el 
cargo de manera inmediata, pudiendo hacerlo al momento de ratificar su 
dictamen siendo suficiente la simple designación del superior jerárquico y la 
aceptación por parte del perito; II.- Versará sobre los síntomas y signos 
generados por el impacto de la conducta violenta y bajo ninguna 
circunstancia sobre la veracidad de los hechos o de lo manifestado por la 
víctima; III.- Comprenderá el daño moral causado, cuando sea procedente, y 
la cuantificación de los procesos psicoterapéuticos que lo disminuyan o 
reparen. Artículo 84-Quáter.- El dictamen de rasgos psicológicos 
forense que refiere la fracción IV del artículo 84 Bis de este Código, 
será elaborado por perito en psicología forense adscrito a la 
Procuraduría General de Justicia del Estado, previa solicitud hecha por 
el Ministerio Público…..”; por lo tanto el presente dictamen al igual que el 
anterior, es ineficiente por sí mismo para acreditar el tipo penal en estudio. 

Elemento de prueba que si bien fue ofertado por la Representación 
Social, de acuerdo a lo normado por la regla especial de comprobación 
establecida en el numeral 84 Bis antes reseñado, en su fracción IV, el cual 
es primordial y base angular del tipo penal en estudio, mismo que de 
ninguna manera se pueden sustituir, ya que en éste se establece la 
problemática vivida, los antecedentes y el origen para determinar la 
violencia generada; así como también, los rasgos del generador de tal 
violencia, expresándose en los mismos los antecedentes del hecho, así la 
aplicación de ciertas dinámicas, pruebas o test que sirven de soporte a la 
conclusión a la que llega el emisor de tal dictamen, el cual puede ser 
enriquecido o concatenado con el diverso material probatorio; sin embargo, 
como se dijo en líneas precedentes, el mismo no cumplió con la 
normatividad establecida en Código Adjetivo de la materia en vigor; siendo 
evidente con lo anterior que la Representación Social, no cumplió con su 
función primordial, tal y como se señala en el numeral 15 Ter en su fracción 
II, del Código Adjetivo de la materia en vigor, que establece: “Artículo 15 ter.- 

En el transcurso de la averiguación previa el Ministerio Público tendrá la obligación 
de:….; II.- Programar y desarrollar la investigación, absteniéndose de diligencias 
contradictorias, innecesarias, irrelevantes o inconducentes para la eficacia de la 

indagatoria; y el artículo 21 párrafo primero de la Constitución Política de la 
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Nación que establece: “…La investigación de los delitos corresponde al 
Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y 
mando de aquél en el ejercicio de ésta…; que es la de realizar una 
investigación exhaustiva y apegada a derecho de los hechos, con lo cual 
debió de recopilar y agregar a la averiguación previa, todas y cada una de 
las probanzas con la que sustente la acción penal que ejercerá, la cual no 
cumplió, toda vez, que como se dijo en líneas precedentes el Agente del 
Ministerio Público se limitó recabarle su declaración ministerial a la pasivo 
******* ********** ****, a realizar el diverso dictamen psicológico a ésta y el 
dictamen de rasgos psicológicos forenses del generador de la violencia 
familiar, sin embargo los mismo carecieron de las exigencias establecidas 
en la ley procedimental de la materia en el Estado; además de que fue 
omiso en recabar otras probanzas que darían soporte al dicho de la pasivo 
de mérito como lo es el dictamen de lesiones, fe de lesiones, el Dictamen de 
rasgos psicológicos forenses del generador de la violencia familiar, el 
dictamen de rasgos psicológicos de la pasivo y otras, tal y como lo exige la 
regla especial de comprobación. Siendo que en cuanto a los dictámenes, 
tanto la doctrina como la jurisprudencia han determinado que el peritaje es 
una actividad humana desarrollada por personas distintas a las partes en el 
proceso, especialmente calificada por su experiencia o conocimientos 
técnicos, artísticos o científicos, y mediante la cual suministran al Juez o a la 
Autoridad Ministerial argumentos o razones para la formación de su 
convencimiento respecto de ciertos hechos cuya percepción o 
entendimiento escapa a las aptitudes del común de la gente y requieren esa 
capacidad particular para su adecuada percepción y la correcta verificación 
de sus relaciones con otros hechos, de sus causas y de sus efectos o, 
simplemente, para su apreciación e interpretación; de donde se tiene que la 
pericial cumple con una doble función que es, por una parte, verificar 
hechos que requieren conocimientos técnicos, artísticos o científicos que 
escapan a la cultura común del Juez y de la gente, sus causas y sus 
efectos, y por la otra, suministrar reglas técnicas o científicas de la 
experiencia especializada de los peritos, para formar la convicción del 
juzgador sobre tales hechos e ilustrarlo con el fin de que pueda apreciarlos 
correctamente. Luego, la prueba pericial resulta imprescindible cuando 
surgen cuestiones que por su naturaleza eminentemente especial, requieren 
de un diagnostico respecto de un aspecto concreto o particular que el 
órgano jurisdiccional está impedido para dar a conocer por no tener los 
conocimientos especiales en determinada ciencia o arte, de manera que 
bajo el auxilio que le proporciona el perito a través de su dictamen se 
encuentra en posibilidades de pronunciarse al respecto de una cuestión 
debatida, dando, por cuanto a su particular apreciación, una decisión 
concreta; tiene aplicación al caso la tesis que por identidad de razón se 
aplica al presente caso y que se encuentra sustentada por la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su Novena Época, con 
número de Registro: 162020,Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Tomo XXXIII, Mayo de 2011, Materia(s): Civil, Tesis: 1a. 
LXXIX/2011, Página: 234 y que al tenor literario reza: “PRUEBA PERICIAL 

EN PSICOLOGÍA EN ASUNTOS SOBRE VIOLENCIA FAMILIAR. SU OBJETO 
DIRECTO ES CONOCER EL ESTADO PSICOLÓGICO DE LAS PARTES Y NO 
DEMOSTRAR LOS HECHOS EN QUE SE SUSTENTA. Los psicólogos que se 
desempeñan en la atención y evaluación de los conflictos familiares, caracterizados 
por situaciones de maltrato o violencia, tienen la tarea primordial de identificar el 
daño psicológico o moral que presentan las víctimas y realizar un diagnóstico 
sólido para presentarlo en un informe pericial suficientemente claro, de utilidad para 
los encargados de impartir justicia. Así, el peritaje psicológico de la violencia en las 
familias es más que un conjunto de instrumentos destinados a responder a una 
pregunta requerida por el juez, ya que representa el punto donde se intersectan la 
psicología y el derecho, porque investiga el mundo afectivo, volitivo y cognitivo de 
los sujetos involucrados en un litigio para respaldar un saber científico. De ahí que 
la prueba pericial en psicología no tiene como objeto directo demostrar los hechos 
de violencia familiar narrados, o las conductas de violencia familiar hechas valer, 
pues dicha probanza sólo permite conocer la situación psicológica de las partes 
para determinar, en función de las demás pruebas aportadas, el daño emocional 
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provocado a los miembros de la familia. En ese sentido y dada la naturaleza de 
dicha probanza, puede servir como prueba directa de la violencia familiar, ya que al 
tratarse del estado psicológico actual de las personas puede ayudar a concluir si 
deriva de actos violentos, aun cuando no se mencionen concretamente cuáles 
fueron.”. 

Asimismo la declaración de la agraviada pretendió ser robustecida con 
el testimonio vertido a cargo del ciudadano ********* ****** ********* (foja 
18), presentada ante la Representación Social, en fecha veintinueve de 
enero de dos mil quince, en donde en lo conducente señaló que 
aproximadamente hace dos años que conoce a ******** ********** ***** al 
igual que a su esposo **** **** ********* ******, ya que como trabaja de 
guardia de seguridad, por lo que conoce a las personas que viven en el 
fraccionamiento ***** ****, en la calle ********, siendo el caso que la señora 
******** le decía que su esposo la trataba muy mal, que todo el tiempo la 
insultaba y tenía serios problemas con él, pero con el transcurso del tiempo 
se dio cuenta que cada vez que daba sus rondines por la calle para vigilar 
en la casa de la señora ********, escuchaba como el señor **** **** la 
agredía física y verbalmente, siendo que en el mes de agosto de dos mil 
catorce, por la noche al pasar por la casa de la señora ********, escuchó una 
pelea y **** **** le gritaba a su esposa que era una cualquiera y que si lo 
denunciaba la iba a matar, así como golpeaba cosas e insultaba, al día 
siguiente que vio a la señora ********, ella le comentó que su esposo la 
agredió verbalmente y estaba golpeando y rompiendo cosas; asimismo en 
fecha cuatro de diciembre de dos mil catorce, aproximadamente a las once 
y media del día, se encontraba en la caseta de vigilancia, cuando llegó el 
señor **** **** y le dijo que de ninguna manera dejara pasar a su esposa y 
que iba a cambiar las chapas de las puertas, ya que no tenía nada que 
hacer en su casa, lo cual fue cierto ya que en la noche de ese mismo día, 
llegó el señor **** **** con un cerrajero y vio que cambiaron la chapa de la 
puerta, y al día siguiente llegó la señora ********, fue que le dijo que por 
instrucciones de su esposo no la podía dejar pasar y que si pasaba la 
acusaría de robo, por lo que la señora solo le contestó que no es justo que 
su esposo le haga eso y le dijo que él era testigo de la situación de maltrato 
que vivía, por lo que le dijo que él solo cumplía órdenes, que lo que ha 
declarado lo sabe y le consta por haber estado en el momento en que 
sucedieron los hechos.  

Ateste que a juicio de este Tribunal de Apelación no se ajusta a lo 
establecido en la fracción IV del numeral 250 del Código Adjetivo de la 
materia en el Estado, que señala: “…Que la declaración sea clara y precisa, 
sin dudas ni reticencias, ya sobre la sustancia del hecho, ya sobre sus 
circunstancias esenciales…”, ya que tal y como lo manifestó el juez de la 
causa deja dudas respecto a su deposado, toda vez que adujo hechos que 
no fueron narrados por la denunciante o viceversa, tales como que la 
agraviada manifestó a que el día que se presentó al predio de ***** ****, 
luego de que el vigilante le dijo que habían cambiado la chapa a la 
cerradura, éste le dijo que si gustaba corroborar lo anterior, le permitía el 
acceso, y fue por ese motivo que el referido guardia la acompañó y pudo 
comprobar que las cerraduras fueron cambiadas, ya que no pudo abrir con 
sus llaves, por lo que se tuvo que retirar; sin embargo el testigo no hace 
referencia a estos hechos, quien únicamente refirió que le dijo que no le 
podía permitir el acceso por instrucciones de su esposo, sin hacer referencia 
de que haya dejado entrar a la agraviada a comprobar que las chapas 
habían sido cambiadas; de igual manera refirió el testigo de cargo que 
cuando daba sus rondines, al estar enfrente de la casa de la señora ******** 
escuchaba que el Señor **** **** la agredía física y verbalmente, sin 
embargo en ningún momento refirió en que fechas aconteció lo anterior o 
como le constaba tales cuestiones; de igual manera refirió que conoce a los 
deponentes desde hace dos años, empero, lo anterior es poco creíble, toda 
vez que tal y como lo expuso la denunciante en su declaración ministerial, 
contrajo nupcias con el sujeto activo el treinta de abril de dos mil catorce y 
establecieron su domicilio conyugal en el mes de mayo de esa misma 
anualidad en la calle varadero del fraccionamiento ***** ****, lugar donde 
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labora el deponente y que por esa cuestión conoce a los habitantes del 
lugar, siendo que su deposado ocurrió en el mes de enero de dos mil 
quince, por tanto su argumento de que los conoce desde hace dos años es 
poco creíble; así también refirió que el señor **** **** golpeaba las cosas, 
sin embargo, en ningún momento de su versión señala como le consta tal 
cuestión; por todo lo anterior fue certero el A quo en negarle valor probatorio 
a dicho testigo. En relación al ateste de cargo la Representación Social 
refirió que le causa agravio, toda vez que su valoración contraviene lo 
dispuesto en los numerales 229 y 250 del Código Procesal del Estado, 
agravio infundado, toda vez que al mismo no se le dio valor por no ajustarse 
al último numeral, toda vez que dejaba dudas respecto a su deposado; por 
tanto lo esgrimido en este aspecto resultan se manifestaciones sin sustento 
legal alguno. 

De igual forma gravita en el sumario la Documental Privada 
consistente en una constancia de embarazo de alto riesgo, signada por el 
Doctor Raúl Sosa Villarreal (foja 88), de fecha dieciséis de diciembre del año 
dos mil catorce, así como una copia simple de averiguación previa número 
************************** (foja 106-110), donde obra la denuncia de la 
agraviada ******** ********** ****, en fecha cuatro de marzo del año dos mil 
quince, por el delito de Incumplimiento de la Obligaciones de Asistencia 
Familiar, en contra del indiciado **** **** ********* ******, sin embargo dichos 
documentos no son aptos ni eficientes para acreditar el delito en estudio, ya 
que con las mismas no se acredita que el indiciado haya tenido la intención 
de dominar, someter o controlar a la agraviada, sino que la misma emergió 
de un conflicto judicial en el que la pasivo hizo del conocimiento a ante la 
Representación Social de que su esposo incumplió con su obligación 
alimentaria; asimismo llama la atención que cuanto a la constancia médica, 
en esta solo se indica las características del embarazo de la paciente, el 
cual es de alto riego por la sintomatología de la pasivo y no por el hecho de 
haber sido agredida por el sujeto activo, como lo pretende hacer creer la 
agraviada de mérito. 

Así también la agraviada de mérito al ampliar su declaración ante la 
Autoridad Ministerial, en fecha veintisiete de noviembre del año dos mil 
dieciocho, exhibió copia certificada del expediente de juicio de amparo 
número ********, formado con motivo de la copia certificada del dictamen 
pericial en psicología (foja 377-465); sin embargo tal como lo expuso el juez 
de la causa, dicha documental no es idónea para acreditar el ilícito en 
estudio, toda vez que en la misma se dirimen diversas cuestiones relativas a 
que en el dictamen antes citado se concluyó que la peritada presentó signos 
y síntomas de ser víctima de violencia patrimonial y económica; sin embargo 
en cuanto a lo anterior, a tal pericial no se le dio valor por no haber sido 
realizada por perito adscrito al área de auxilio a víctimas del delito de la 
extinta Procuraduría General de Justicia del Estado, diversos a los que 
proporcionan asistencia psicoterapéuticas a las victimas u ofendidos del 
delito, motivo por el cual tal documental resulta ineficaz para los fines a los 
que se ofertó. 

Igualmente en el sumario obra el contenido del expediente ********* 
relativo al Juicio Ordinario Civil de Cumplimiento de Contrato, promovido por 
******** ********** ****, por conducto de su Apoderado Legal ****** ******* 
****** **** en contra de ***** ******* ****** y en el cual se advierte el Contrato 
Privado de Promesa de Compraventa que otorgó el demandado a favor de 
la demandante y del ahora indiciado **** **** ********* ******, respecto del lito 
*** (nomenclatura provisional) del fraccionamiento residencial *** *****”, 
antes residencial *** ******”, de ***** *** ******, Quintana Roo, así como 
múltiples estados de cuenta de diversos bancos. 

Documental Pública a la cual se le concede valor probatorio pleno de 
conformidad con lo establecido en el numeral 240 del Código de 
Procedimientos Penales del Estado, al ser emitida por funcionario público 
emanado del Estado en ejercicio de las funciones encomendadas y del que 
se advierte que existe un litigio entre la hoy denunciante y diverso sujeto a 
fin de que se le otorgue e inscriba el contrato de compraventa del bien 
ubicado en la Avenida la Gloria, entre calles Aurora y Estrella, número 5-B 
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y/o 5 guion uno, manzana nueve, con clave catastral ***** **** ***** ***** 
***** **** ***** ***** ***** ***** ***** ****** ***** ***** ****** ***** ***, residencial 
*** ******, Playa del Carmen, Quintana Roo, con número de folio electrónico 
******, y en el que el hoy activo aparece como una de las personas que 
suscribió el referido contrato de Promesa de Compraventa, sin embargo sus 
alcances son ineficaces, ya que no aportan indicio alguno de que la 
conducta que se atribuye al sujeto activo haya sido con el fin de dominar, 
someter o controlar a sus víctimas. 

Contario al cúmulo probatorio, obra en el compendio sujeto a revisión 
el contenido de la declaración del indiciado a **** **** ********* ******, vertida 
ante el Representante Social Investigador, en fecha diecisiete de julio de dos 
mil quince, ya que en su primera comparecencia ante la Representación 
Social se reservó su derecho a declarar; de donde en su contenido se avoca 
a negar los hechos relatados por la denunciante, por lo que niega haber 
cometido alguna acción que pudiera constituir algún delito. 

Declaración que adquiere valor indiciario en términos del numeral 254 
del Código Adjetivo de la materia en vigor y de la se advierte que no se 
desprende confesión alguna o de las que se desglosen que cometió el ilícito 
que se le reprocha, por lo que sus manifestaciones tampoco resultan aptas 
para acreditar el delito en estudio; luego entonces, no se pueden tener por 
satisfechos a plenitud los elementos materiales del cuerpo del delito en 
estudio.  

Por tanto, estando en la hipótesis de que toda persona acusada 
de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no 
se pruebe su culpabilidad; puesto que, conforme a nuestro derecho 
constitucional, todo acusado debe ser tenido por inocente, mientras no se 
pruebe lo contrario, y no toca al acusado probar su inocencia, pues como ya 
se dijo constituye una garantía constitucional para todo acusado, la 
presunción de su inocencia, y no la de su culpabilidad, es menester dejar 
sentado que si bien el delito en estudio puede ser hecho del conocimiento al 
órgano investigador por la parte afectada que considere que los hechos 
puede ser delictivos, también es cierto que en términos del artículo 21 
constitucional corresponde al Agente del Ministerio Público investigar si 
realmente se cometió éste y quién es el posible autor del propio ilícito 
que se persigue, ya que es dicha autoridad, en virtud del monopolio de la 
investigación, a quien compete la persecución de los delitos, por tanto el 
hecho de que el artículo 17 constitucional, autorice poner en conocimiento 
del órgano competente la comisión de hechos que se estima pueden 
configurar algún delito, ello implica que el ejercicio de esta facultad radica en 
que se averigüen tales hechos; a más de que es deber de la 
Representación Social investigar o allegarse las pruebas que aporten el 
dato que demuestre la perpetración de la conducta ilícita y la probable 
participación del sujeto activo en la comisión de la misma; ya que de no ser 
así, sólo puede obedecer a que el hecho delictivo no existió, o que siendo 
cierto éste, el citado órgano investigador no cumplió con su deber de 
aportarlas. Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis jurisprudencial número 
II.2o.P. J/17, Materia Penal, Novena Época, sustentada por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, Diciembre de 
2005, página 2462, cuyo rubro y texto establecen: “PRUEBA INSUFICIENTE 

EN MATERIA PENAL. La mayor o menor exigencia de datos probatorios para 
tener por demostrado un hecho delictuoso, y atribuirle su comisión a una persona, 
sobre todo, cuando ésta la niega, se encuentra en relación directa con la cantidad 
de medios de prueba que, según la experiencia y naturaleza de ese hecho, 
pudieran haberse aportado para ese efecto, desde luego, con las limitaciones 
numéricas que señala la ley adjetiva. Ello es así, porque si no se allegaron estas 
probanzas, ello sólo puede obedecer a que el hecho no existió, o que siendo cierto, 
el órgano de acusación no cumplió con su deber de aportarlas; por tanto, un 
argumento adicional que pueda apoyar el por qué las pruebas aportadas son 
insuficientes, puede ser el de que pudiendo haberse allegado otras, de ser cierto el 
hecho delictivo, no se aportaron”; así como la diversa Tesis de la Octava Época, 
emitida por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, consultable en el 
Semanario Judicial de la Federación, Tomo VII, Enero de 1991, Página: 380, el que 
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a la letra reza: “PRUEBA INSUFICIENTE, CONCEPTO DE. “La prueba insuficiente 
se presenta, cuando con el conjunto de los datos que obran en la causa, no se 
llega a la certeza de las imputaciones hechas”.  

- - - En este apartado se analizaran los agraviados que fueron esgrimidos en 
su escrito de disenso por los recurrentes que no fueron dirimidos al momento 
de analizar el cumulo probatorio; siendo que en relación a que se vulneraron 
los derechos de los menores de edad a menor de edad (sic), lo anterior 
resulta infundado e improcedente, pues si bien es cierto la autoridad judicial 
de primera instancia, así como este Tribunal de Alzada, están obligados a 
velar por el interés superior de todos y cada uno de los menores, cierto es 
también, que con tal resolución no se vulneran los derechos de la menor de 
edad agraviada de identidad reservada, en cuanto al interés superior del 
menor que se invoca, ya que si bien la Convención sobre los Derechos de 
los Niños en sus artículos 1, 2 y 3 proveen la obligación de los Estados 
Partes a respetar los derechos enunciados en esa Convención, y garantizar 
su aplicación e incluso adoptar las medidas necesarias para que el menor se 
vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causas de la 
condición, las actividades y las opiniones expresadas; agravio infundado, ya 
que en el presente asunto, en el escrito de consignación la Representación 
Social no solicitó el ejercicio de la acción penal en contra del indiciado José 
Luis Castañeda Pineda, en agravio de algún menor de edad de identidad 
reservada, sino solo la solicitó en agravio de la denunciante ******** ********** 
****, por tanto no se le pudieron haber violado algún derecho a los menores 
señalados; siendo que en cuanto a esto, el numeral 4º, párrafo octavo de la 
Ley fundamental, establece que la esencia del interés superior del menor 
consisten en garantizar el pleno respeto, satisfacción y ejercicio de los 
derechos de los niños (su sano desarrollo) lo cual se funda en la dignidad del 
ser humano; sin embargo, como se dijo en líneas anteriores, el actuar del 
juez de la instancia se centró en analizar las probanzas que obran autos, 
actuando conforme a la ley procesal del Estado, sin que haya violado algún 
ordenamiento legal, a más de que no existe medio de prueba que demuestre 
que se han vulnerado los derechos que aquí se han expresado, y que 
establece nuestra propia constitución; luego entonces lo esgrimido por el 
recurrente resultan ser manifestaciones aisladas sin sustento legal alguno. 
Así mismo el Apoderado Legal de la víctima refirió en su escrito de agravios, 
que cuando la denunciante hizo del conocimiento de la Autoridad 
Investigadora, lo hizo con el fin de hacer saber que había sido despojada por 
su marido, al retener los recursos que fueron entregados para el pago de la 
compraventa del terreno donde su representada edificó la propiedad ubicada 
en Residencial ** *****, avenida ** ******, lote *****, ***** * y/o ***, manzana 
*****, de la localidad de Playa del Carmen, municipio de Solidaridad, el cual 
se encuentra en litigio y que precisamente es el juicio ********, ya que a 
causa de la retención de los recursos por parte del indiciado **** ****, dicho 
predio se expuso, al grado de que fue vendido por ***** ******* ****** y a 
quien supuestamente **** **** le entregó el dinero, por lo que el A quo fue 
omiso en valorar de manera correcta tal probanza; argumento que resulta 
ser una apreciación subjetiva del inconforme, toda vez que como se señaló 
en líneas precedentes, a la documental antes señalada se valoró conforme a 
lo establecido en el ordenamiento procesal en el Estado, sin embargo sus 
alcanzar fueron ineficaces, toda vez que no aportaban dato alguno a fin de 
demostrar que el actuar del activo fuera con la intención de dominar, 
someter o controlar a la víctima del delito y mucho menos lo que adujo el 
inconforme que el activo retuvo los recursos que fueron entregados para el 
pago de la compraventa del terreno, sin que el mismo es un juicio que se 
instauró en contra del referido Siqueff Moisés. 

En esa guisa, al no existir pruebas suficientes con las que se tenga 
por acreditado el tipo penal de VIOLENCIA FAMILIAR, resulta innecesario 
entrar al estudio de la probable responsabilidad del inculpado **** **** 
********* ******, en su comisión; resultando de igual forma aplicable al caso 
que nos ocupa las Tesis de Jurisprudencias la primera de ellas Sustentada 
por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, visible 
a fojas 1707, del Tomo XIV, correspondiente al mes de diciembre del año 
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dos mil uno, del semanario judicial de la federación y su Gaceta, Novena 
Época que es del tenor literal siguiente: “CUERPO DEL DELITO, CUANDO 

FALTA ALGUNO DE SUS ELEMENTOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
PUEBLA). De acuerdo con el contenido de los artículos 16 y 19 de la Constitución 
Federal, y del diverso 83 del Código de Procedimientos en Materia de Defensa 
Social del Estado, se entiende como cuerpo del delito al conjunto de elementos 
objetivos o externos que constituyen la materialidad del hecho descrito por la ley, 
así como a los normativos, subjetivos o internos, en caso de que la hipótesis legal 
lo requiere; por lo que si de la conducta desplegada por el sujeto activo no se 
acredita alguno de estos elementos, como consecuencia, la hipótesis legal no se 
actualiza y, por tanto no podrá efectuarse juicio de reproche alguno”.  

Por lo expuesto y fundado, al no haberse reunido los requisitos 
exigidos por el artículo 16 constitucional invocado en su parte conducente es 
procedente confirmar el sentido de la resolución emitida por el A quo, 
consistente en NEGAR LA ORDEN DE APREHENSIÓN en contra **** **** 
********* ******, definido en el artículo 176-BIS párrafo primero, segundo y 
tercero, en relación con el 176 Ter fracción I, y sancionado por el 176 Quater 
párrafo primero, todos del Código Penal vigente en el Estado, empero por 
razones diversas a las establecidas por el A quo, sin perjuicio de que por 
datos posteriores de prueba se ejercite acción penal de nueva cuenta.- - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

Habiéndose declarado infundados los agravios expuestos por el 
Ministerio Público y el Apoderado Legal de la agraviada, al caso resulta 
procedente confirmar la resolución de fecha cuatro de diciembre del año dos 
mil veinte, en el que se dictó NEGATIVA DE ORDEN DE APREHENSIÓN, a 
favor de **** **** ********* ******, por el delito de VIOLENCIA FAMILIAR, en 
virtud de no haberse reunido los requisitos que establece el artículo 16 de la 
Constitución Federal.- 

Por lo anteriormente expuesto, razonado y fundado es de resolverse y 
se:- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - R E S U E L V E - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - -PRIMERO:- Se confirma la resolución dictada por el Secretario en 
funciones de Juez Primero Penal Auxiliar “A” de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Solidaridad, Quintana Roo, de fecha cuatro de diciembre 
de dos mil veinte, en el que NEGO la ORDEN DE APREHENSION a favor 
de **** **** ********* ******, como probable responsable del delito de 
VIOLENCIA FAMILIAR de conformidad con lo razonado en el considerando 
quinto de esta resolución.- 
- - -SEGUNDO.- Expídanse las copias de Ley correspondientes y con 
testimonio anexo de la presente resolución remítase la causa penal número 
********, al Juzgado de origen para sus efectos legales correspondientes, y 
en su oportunidad archívese el presente toca como asunto totalmente 
concluido.- 
- - -TERCERO.- Atendiendo a lo establecido en nuestra Carta Magna en el 
Artículo 20 Apartado C, y en el Artículo 3 Bis Fracción XX de nuestro 
Ordenamiento Penal vigente en el Estado, el cual establece de forma textual: 
“Los denunciantes, querellantes y las víctimas u ofendidos, por la comisión 
del delito tendrán derecho, en la averiguación previa o en el proceso, según 
corresponda…” Fracción XX.- “A qué se le notifique personalmente el no 
ejercicio de la acción penal, y la sentencia de primera instancia y segunda 
instancia y las demás resoluciones que determine este Código”; Se ordena 
notificar de forma personal al ciudadano Agente del Ministerio Público del 
Fuero Común Adscrito a esta Sala, así como al Apoderado Legal de la 
agraviada ******** ********** **** la presente resolución, para los efectos 
legales correspondientes.- 
- - -CUARTO.- NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE Y CUMPLASE.- Así lo 
resolvió y firma la Licenciada ******* ******** *******, Magistrada de la Octava 
Sala Especializada en Materia Penal Tradicional del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado, con sede en la Ciudad de Cancún, Quintana Roo, ante la 
Secretaria de Acuerdos de la Sala, Licenciada **** ****** ***** ******, quien 
autoriza y da fe.- DOY FE.-   
 
Todos los textos eliminados en esta versión pública corresponden a información 
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confidencial en su vertiente de datos personales y/o sensibles (nombres de las 
partes, estado civil, lugar de nacimiento, domicilio, edades y datos de localización 
de los inmuebles entre otros). En términos de lo previsto en los artículos 126, 127, 
129 y 137 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Quintana Roo y 116 la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 
 
 


